PROCURADURÌA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO

DESPACHO DEL  PROCURADOR

CIRCULAR NÚMERO  03/2004

Que fija al Ministerio Público reglas de actuación en tratándose de averiguaciones previas sobre delitos de Homicidio Doloso y Secuestro. 

CC. 

SUBPROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA

SUBPROCURADORES REGIONALES DE JUSTICIA

DIRECTOR DE AVERIGUACIONES PREVIAS

UNIDAD DE CONTRALORÍA INTERNA

AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO INVESTIGADORES

DEL FUERO COMÚN DEL ESTADO

P R E S E N T E.-

ÓSCAR FIDEL GONZÁLEZ MENDÍVIL, Procurador General de Justicia del Estado Libre y Soberano de Sinaloa, en ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 76 de la Constitución Política del Estado de Sinaloa; 11 y 13 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Sinaloa; 13 y 16 del Reglamento Orgánico de la Administración Pública Estatal de Sinaloa; y 19, 20 fracción I y 24 fracciones I, II, VII y XIV de la Ley Orgánica del Ministerio Público del Estado de Sinaloa en vigor, y

C O N S I D E R A N D O

Que el ejercicio legal de la muy característica atribución constitucional del Ministerio Público para la investigación y persecución de los delitos se enmarca asimismo con la observancia de los principios de un Estado Social y Democrático de Derecho, con lo cual es  imperativo que las normas jurídicas junto con la estricta legalidad alcancen su fin último de la justicia material, máxime las de derecho penal con su esencial protección de bienes jurídicos fundamentales.

Que el principio de bien jurídico tutelado es fundamental en un Estado Social y Democrático de derecho y significa el ejercicio del poder estatal para beneficio del pueblo, con lo cual la vertiente subjetiva del Derecho Penal concebida como poder o facultad estadual para castigar, y que en su fase inicial consiste en la determinación de las conductas prohibidas y penadas, tienen como determinante la protección de bienes jurídicos fundamentales, esto es, aquellos que las personas y la sociedad deciden y consideran imprescindibles para su desarrollo y participación en el sistema social en una época y lugar determinados.

Que en el contexto precisado con antelación, es nítida advertencia el principal deber que se surte para el Estado y sus órganos de actuación, a saber el de servir en beneficio del pueblo y por ende, que a los justificados reclamos que presenten las personas y la comunidad misma, otorguen las autoridades la efectiva y oportuna y eficaz respuesta de solución para aquellos.

Que entre los bienes jurídicos fundamentales y por tanto, objeto de la protección por el derecho penal destacan los de la vida y la libertad personal, cuya tutela se concretiza en el Código Penal mediante los tipos penales del homicidio sobretodo en su comisión dolosa y el secuestro. Delitos en los que aún con su indiscutible afectación  sensible de la sociedad, en muchos de los casos los ofendidos o víctimas, no encuentran las respuestas que esperan por parte de quien por ley está obligado a darlas, configurándose una situación de reclamo social para recibir  conforme a los principios constitucionales una justicia expedita, pronta, imparcial y completa.

Que en la fase de procuración de justicia la situación precisada incide respecto al fenómeno jurídico de la prescripción penal, que en sintética expresión imbrinca, por en lado, el derecho general del Estado para perseguir en todo tiempo los delitos y a los delincuentes y por otro lado, los principios de seguridad y certeza jurídica; lo anterior bajo la concepción de la prescripción como el “fenómeno jurídico por el cual en razón del simple transcurso del tiempo, se limita la facultad represiva del Estado, impidiéndole el ejercicio de la acción persecutoria o la ejecución de las sanciones impuestas”.

Que bajo la innegable consideración de que el derecho es dinámico a la par que instrumento para servir a las personas y la sociedad en que se integran, se define un carácter utilitario que debe prevalecer en congruencia con la ideología y necesidades de los ciudadanos y la comunidad en una época y lugar determinados, para asimismo conformarse un contexto donde ahora y aquí, se expresa y reitera para el poder estadual su facultad indeclinable para perseguir en todo tiempo ciertas conductas que afectan bienes fundamentales, como son las previamente apuntadas del secuestro y el homicidio doloso. Lo cual además, es concordante con el fuerte movimiento que los organismos internacionales de protección a los derechos humanos han encabezado precisamente en el sentido de que el Estado conserve su poder para investigar y perseguir ciertos hechos delictivos en toda época.

Que la imprescriptibilidad que desenvuelve lo indicado previamente, solo podrá alcanzarse con ajustamiento al superior principio de legalidad que rige la función de la autoridad y que es garantía de los ciudadanos, contra el ejercicio arbitrario, luego entonces, la coincidencia con el sustrato explicado y el interés de satisfacer los reclamos sociales que al mismo confluyen, tendrá que encauzarse por las vías que la ley permite y establece, en mérito de lo cual, en tanto se concreta el tema y en su caso la pertinente reforma constitucional y legal, resulta socialmente útil, acotar la actividad de los Agentes del Ministerio Público en las averiguaciones previas que se instruyan por los delitos de homicidio doloso y secuestro, para que con observancia de las disposiciones jurídicas que sean y resulten aplicables conforme a las particularidades de cada caso, en lo general y común, su comportamiento institucional sea el de no proponer la reserva de tales indagatorias y mantenerlas siempre en integración, al efecto de que en todos esos casos, se mantenga abierta y receptiva la institución para obtener y practicar en cualquier y todo momento las diligencias que configuren las probanzas atingentes, aptas y suficientes para acreditar los temas constitucionales torales que conlleven a elucidar plenamente los hechos que son su materia. Lo que desde luego, se instruye por esta titularidad en mérito del superior interés de las personas y la sociedad en sus reclamos de justicia expedita, pronta, imparcial y completa.

En mérito de lo expuesto he tenido a bien expedir la siguiente:

C I R C U L A R

PRIMERA.- Se instruye a los Agentes del Ministerio Público investigadores, para que en las averiguaciones previas instauradas por delitos de homicidio doloso y secuestro, en lo general abdiquen de la proposición de resoluciones de reserva y en razón del interés de las personas y la sociedad, mantengan en todo tiempo abiertas, receptivas y en integración las indagatorias respecto de la tipología penal precisada. 
T R A N S I T O R I O S

PRIMERO.- La presente Circular se publicará en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa”.

SEGUNDO.- La Subprocuraduría General de Justicia, Subprocuradurías Regionales de Justicia de las Zonas Norte, Centro y Sur del Estado, Dirección de Averiguaciones Previas y la Unidad de Contraloría Interna, proveerán y vigilarán el cumplimiento y difusión de esta Circular.

TERCERO.- La Dirección de Averiguaciones Previas tendrá a su cargo la verificación, supervisión y evaluación del cumplimiento de los lineamientos que se fijan por esta Circular.

SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN

Culiacán, Sinaloa, 10 de noviembre de 2004

EL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA

DEL ESTADO DE SINALOA

ÓSCAR FIDEL GONZÁLEZ MENDÍVIL
